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I. InTRODUCCION

El presente trabajo se propone estudiar tres grandes lineas de analisis
dentro del contexto del sumario:

a) Las tendencias profundas del derecho econdémico en América
Latina y México en ¢l mundo de la globalizacién.

b} Un intento hipotético de reinterpretacion de los derechos eco-
némicos, sociales y culturales,

c) El aporte mexicano al derecho econémico que por razones de
andlisis vamos a denominar derecho social; en especial, en lo
que concierne a los derechos humanos, el régimen del amparo
y el nivel de vida consagrado en el articulo 25 de la Declara-
cidon Universal de Derechos Humanos.

II. EL DERECHO ECONOMICO EN AMERICA LATmNa v Mixico: UN ESBOZo

El derecho econémico en América Latina y México surge como
producto del subdesarrollo, del proceso de industrializacién y de la
intervencién ccondmica del Estado, en sus grandes lineas.!

Posteriormente, con la creacién de la Comisién Econémica para
América Latina (CEPAL 1948), ¢l derecho econémico se amplia al

1 Véase la coleccién “Estudios de derecho econémico”, editada por el Instituto
de Investigaciones Juridicas de la UNAM. Ademis, Cottely, Esteban, “Derecho econd-
mico”, El trimestre econdmico, México, FCE, nmim. 109, vol. XXVIII, enero-marzo, 1961,
pp- 25-51.
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derecho de la integracién o derecho comunitario,? imitando, quizd,
la experiencia europea.

Es mds, con la crisis de 1929-1930, y el keynesianismo imperante,
el derecho econdmico se propuso coadyuvar a la estrategia de in-
dustrializacién por sustitucién de importaciones, al desarrollo “hacia
adentro” y a la ruptura del modelo del intercambio desigual.®

Todos estos factores, a la altura de los afios cuarenta, trajeron
consigo un creciente proceso de modernizacién y de migraciones del
campo a la ciudad. Es €l periodo denominado del “populismo in-
dustrializador”, en que ecmpieza a acrecentarse el papel institucional
del Estado, y se observa un incipiente desarrollo de la sociedad civil.

En este momento del desarrello latinoamericano puede hablarse
de un derecho de la industrializacién, tema que era el objetive cen-
tral de las politicas econdmicas de la época. Con posterioridad a la
segunda gran guerra, el derecho econémico adquiere perfiles pro-
pios, destacindose su autonomia y caracteristicas, especialmente, en
el papel que va a ocupar con la creacién del sistema de las Naciones
Unidas (la preocupacién por el desarrollo), y la creacién del GATT
y ¢l Fondo Monetario Internacional. Es el caso de la cldusula de la
nacién mds favorecida contenida en el articulo XXIV del Acuerdo
General de Aranceles y Comercio (GATT); actualmente, reemplazado
por la Organizacién Mundial de Comercioc (OMC, 1994),! y su rela-
tiva preocupacién por los paises menos desarrollados.

Este regionalismo juridico latinoamericanc posee, entonces, una
doble dimension explicativa:

a) Provoca un nexo entre derecho y economia, fundamentalmente,
a través de tres instituciones principales: la sociedad, el con-
trato y la propiedad;®

2 Véase Instituto Interamericano de Estudios Juridicos Internacionales, Derecho de
la integracion latinoamericana, Buenos Aires, Depalma, 1969; Catalano, Nicola, Derecho
de las Comunidades Europeas, Instituto para la Integracién de América Latina (INTAL),
Buenos Aires, 1966.

38 Véase Foxley, Alejandro, Eduardo Ominat y José Pablo Arcllano, Las desigual
dades econdmicas y lo accion del Estado, México, FCE, 1981, En 1939, habia aparccido
Leviathan and the People, de Robert Mc Iver, Louisiana State University Press y, todavia
mads, Santi Romano escribié en 1910, “Lo Stato Moderno e la sua crisi”, Revista di
Diritte Publico, Milin.

4 Véase Casado, Alberto y Begofia Cerro, GATT y propiedad industrial, Madrid,
TECNOS, 1994; Fargat, Gerard, Droit Economigue, Paris, PVF, 1974,

5 Véasc Perlingien, Pietro, Introduzione alla problematica de la propietd, Napoli,
Jovene Editore, 1971,
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b) La aparicién de un derecho desarrollista tendente a aumentar
los niveles de calidad de la vida de las naciones latinoamerica-
nas. Actualmente, con el auge del neoliberalismo, este derecho
econémico intervencionista se ha retraido de la actividad social,
al mismo tiempo que se ha producido una retirada de la accién
econdomica estatal en el contexto de la mundializacién de los
mercados, de la postguerra fria, y de la globalizacién incon-
clusa e incierta.®

III. Los DFRECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES: BASE
DEL DERECHO SOCIAL

Desde el punto de vista internacional, son numerosas las fuentes
normativas de estos derechos. Cito las principales:

1. La Carta de las Naciones Unidas, de 24 de octubre de 1945, que
pone el acento en la cooperacién para el Desarrollo (articulo 55).

2. La Declaracign Universal de Derechos Humanos (10 de diciembre
de 1948), especialmente en su articulo 26 que se refiere a vida digna,
necesidades bdsicas, salud, vivienda, educacién, seguridad social.

En este Apartado convendria distinguir entre derechos sociales” y
derecho social, que trataremos posteriormente. En efecto, los dere-
chos sociales nacen como producto de la evoluciéon histérica de los
dereclios humanos (incluso, se habla de generaciones de derechos
fundamentales); especialmente después de la Primera Guerra Mun-
dial. En el plano nacional, estos derechos se expresan en la doctrina
del constitucionalismo social (Leon Duguit) del pericdo de entre-gue-
rras, como cs el caso de la Constitucién de Querétarc (5 de febrero
de 1917), y la Constitucién de la Repiblica de Weimar (octubre,
1919), entre otras.

En el plano internacional, al menos, existen tres instrumentos in-
ternacionales que refuerzan la idea de los derechos sociales: la Liga
de las Naciones, el Tratado de Versalles y la Oficina Internacional
del Trabajo (1919).

En este sentido, se presenta un problema doctrinario de impor-
tancia, que mencionaré de paso, y que se refiere a la distincién y
obligatoriedad de los derechos civiles y politicos con relacién a los

6 Véase Johnson, Paul, Hacia el siglo XXI, Madrid, Piaza y Janés, 1995.

7 Véase Cancado Trincado, Antonio, “La proteccién internacional de los derechos
econdmicos, sociales y culturales”, Estudios bdsicos de derechos humanos, San José, Instituto
Interamericano de Derechos Humanos, t. I, pp. 39 v ss.
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derechos econdmicos y sociales, en tanto que el Pacto de Derechos
Civiles y Politicos (1966) prevé la posibilidad de una realizacién pro-
gresiva de estos derechos. Se sefala el caso de los derechos econé-
micos, sociales y culturales. En tanto que los derechos civiles ¥y po-
liticos se ubican dentro de los derechos de realizacién inmediata.

Esta dicotomia, planteada, por ejemplo, en la Carta Social Europea
(1951) o en el Protocolo de El Salvador a la Convencién Americana
de Derechos Humanos (San José, 1969), es resuelta, desde el punto de
vista doctrinario, sefalando que los derechos humanos son tinicos ¢
indivisibles. En ¢l caso de los derechos econdmicos y sociales, existe
una obligacién por parte del Estado, una obligacién de hacer para
las necesidades bdsicas de la poblacién.

3. El Pacto Internacional de Derechos Econémicos, Sociales y Cul-
turales, aprobado por ia Asamblea General de Naciones Unidas, el
16 de diciembre de 1966 (entré en vigencia el 3 de enero de 1976).

4. Las normas de la Organizacién Internacional del Trabajo: a) el
Convenio numero 87 relativo a libertad sindical® y a la proteccién
del derecho de sindicacién, de 9 de julio de 1948; b) Convenio nu-
mero 98 relativo a la aplicacién deé los principios del derecho de
sindicacién, de primero de julio de 1949; ¢) la Carta de la OFA
(1948), referida por el Protocolo de Buenos Aires (1967); d) la De-
claracién Americana de Derechos y Deberes del Hombre (1948);
¢} la Carta Internacional Americana de Garantias Sociales adoptada
en la misma Conferencia de Bogoti de 1948,

Los derechos econémicos, sociales y culturales, expresan los dere-
chos de la persona humana a una vida digna, con satisfaccién de
sus necesidades bisicas: el derecho al trabajo, a la seguridad social,
derechos de la familia, derecho a la salud, a la educacién, a parti-
cipar en la vida cultural, a la igualdad de oportunidades para ejercer
los derechos econémico-sociales.?

Asimismo, se han propuesto recomendaciones concretas en la Sub-
comisién sobre Prevencién de Discriminacién y Proteccién de Mino-
rias, como es ¢l caso de la designacién de Rapporteurs sobre deter-

8 Véase O'Flaherty, Michael, “The Committe on Economic, Social and Cultural
Rights”, Human Rights and the UN, London, Sweetd Maxwell, 1996, pp- 53 y ss.

% En el marco de la ONU, se creé el Comité de Derechos Econémicos, Sociales
¥ Culturales, especialmente encargado de la aplicacién del pacto sobre la materia, me-
diante un sistema de Informes de asistencia técnica internacional; obligaciones minimas
de todos los estados partes; y, ¢l derecho a una vivienda adecuada. Constituyen los
denominados “comentarios ¢ sugerencias generales” del Comité de Derechos Econdmi-
cos, Sociales y Culturales. Véasc el articulo 25 de 1a Declaracién Universal.
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minadas materias, y la adopcién de un Protocolo Facultativo al Pacto
de Derechos Feondmicos, Sociales y Culturales. La creacién del Alto
Comisionado de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos surge en
este sentido.

De tal manera, que intentar una reinterpretacién de los derechos
econdémicos, sociales y culturales supone referirse a los modelos de
desarrollo ensayados en la regién, después del crac de 1929. En este
sentido, la CEPAL ha venido planteando desde 1990, la tesis de la
“transformacién productiva” con equidad, a propésito de la discusién
sobre el neoliberalismo,

IV. MODELOS DE DESARROLLO EN AMERICA [ATINA

1. El modelo oligdrquico

En el plano del desarrollo latinoamericano, podemos distinguir, al
menos, cinco tipos de modelos ensayados en la regién con relacién
a los derechos sociales.

Tiene vigencia, por razones pedagdgicas, desde 1930. Es el tiempo
de los “caudillos” militares, de concentracién de la riqueza, y de una
escasa o nula participacién politica. Con inexistencia, practicamente,
de la sociedad civil y falta de un proyecto nacional o proyecto de
desarrollo;!® e inexistencia de los derechos sociales,

2. El modelo industrializador o Estado de compromiso

Se ubica en los anos treinta y cuarenta, y tiene como propésitos
fundamentales, la industrializacién de México y de América Latina
por sustitucién de importaciones, participacién econémica del Esta-
do, inicic de la participacién politica, comienzo del proceso de ur-
banizacién, y concentracién en las grandes ciudades. Comienzan los
primeros brotes de demandas de derechos sociales, que provenian
desde 1919, tales como vivienda, salud, educacién, jornada de traba-
jo, etcétera.

10 Véase Collier, David (ed.}), El nuevo Estado autorilario en América Latina, Buenos
Aires, Nueva Visién, 1988.
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3. El modelo desarrollista

Auspiciado, principalmente, por la Comisién Econémica para Amé-
rica Latina (CEPAL, 1948) se propone: apoyar los procesos de inte-
gracion econdmica, acentuar la intervencién del Estade (en este pe-
riodo de la CEPAL), apoyar el aumento de la distribucion del
ingreso, y, establecer un nuevo tipo de relacién mis arménica con
los Estados Unidos.

La misma creacién del sistema de Naciones Unidas trajo consigo
una nueva idea de la cooperacién para el desarrollo, promocién de
Ia paz y seguridad internacional y respeto de los derechos humanos.
En este aspecto, a la Declaracién Universal de 1948 se incorporan,
ademds de los derechos civiles y politicos, los derechos o garantias
sociales, como se revela claramente en los treinta articulos de la
Declaracién Universal.!

Por esta razén es que se plantea que existe una vinculacién muy
fuerte entre modelos de desarrollo y vigencia de los derechos socia-
les. La aprobacién de los primeros tratados de integracién latinoa-
mericana, como el Tratado de Montevideo (marzo, 1960} que crea
la Asociacién Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), se pro-
ponia, precisamente, la industrializacién y el desarrollo latinoameri-
cano, con satisfaccién de las necesidades basicas o sociales. Es el
momento en que los Estados Unidos propicia su politica latinoame-
ricana de la Alianza para el Progreso, en un tiempo en que existen
regimenes politicos democriticos durante este periodo, en casi la
mayoria de los paises latinoamericanos (Venezuela, Colombia, Chile,
Argentina).

4. El modelo militar

Presentes, desde la década de los setenta, este tipo de regimenes
signific6 un modelo de desarrollo excluyente, autoritario, con una
visién bipolar de las relaciones internacionales o de guerra fria.”? Es
el tiempo del auge del modelo de Chicago.

11 Deben anadirse los pactos de 1966, y la creacion del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Congreso Mundial de Derechos Huma-
nos, Viena, 1993), Véase Cardoso, F. H., Estado y Sociedad en América Lating, Buenos
Aires, Nueva Visién, 1972, sobre el modelo desarrollista y, por supuesto, el Informe
Prebish: “El desarrollc de América Latina y algunos de sus principales problemas”,
Santiago, Informe de CEPA, 1949.

12 Véase Diaz Moller, Luis, América Latina. Relaciones internacioneles y derechos hu-
manos, México, FCE, 1991. Un trabajo primero en este tema: O'Donnell, Guillerme
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En estas fechas, se habia producido el agotamiento del proyecto
de desarrollo por sustitucién de importaciones; y, la propia logica
militar se empené en una visién mds bien guerrerista de la politica
y de las relaciones internacionales.

En este periodo empiezan a plantearse ciertos asuntos relaciona-
dos con la revolucién de las nuevas tecnologias, transferencia de las
mismas, y creacién de plataformas de exportacién, privilegiando la
importancia del sector exportador. Los derechos sociales, en fin, son
excluidos, de este modelo. Se discute hasta el dia de hoy el éxito
del “milagro” brasilefio o del “milagro” chileno, que si bien es cierto
puede mostrar resultados a la luz de los indicadores macroeconé-
micos (inflacién, deuda externa), no deja de ser un régimen exclu-
yente en la medida que los beneficiados, o el “nicleo duro”, se
organizan en torno al sector exportader de recursos naturales (fore-
stal, productos del mar, cobre), sin que quede claro qué alternativa
puede presentarse a la hora del agotamiento de este modelo de
desarrollo. Fl tema del medio ambiente como derecho social y del
derecho del desarrollo aparecen con enorme importancia.l?

5. El modelo neoliberal

Con la década perdida de los afios ochenta, y la propia crisis de
la deuda, aparece ¢l modelo neoliberal, actualmente vigente en la
mayoria de los paises: reforma del Estado, privatizaciones, orienta-
cién hacia el sector exportador, politica de apertura de mercados."
El derecho del comercio exterior y de la ciencia y tecnologia apare-
cen como los mds importantes en este periodo.

Se produce la construccién de nuevos esquemas de integracién
econémica y politica (Mercosur, TLC), en un periodo de regionalis-
mos econdémicos y de multipolaridad en el sistema internacional: Ja-
pén (América del Pacifico): Unién Europea (Acuerdo de Miastricht,
1992), y los Estados Unidos (Iniciativa de las Américas del presidente
Bush). Aparece, entonces, un nuevo estilo de derecho de la integra-

¥ Delfina Link, Modernizacién y autoritarismo, Buenos Aires, Nueva Visidn, 1968; y Co-
llier, David (ed.), The new authoritarism in Latin America, Princeton, New Yersey, 1979.
Existe versién en espafiol.

13 Véase Gros E., Héctor, “Derecho internacional del desarrollo”, Estudios de de-
recho econdmico (II), México, UNAM, II], 1977

14 Véase Foxley, Alejandro (ed.), Experimentos neoliberales en América Latina, Méxi-
co, FCE, 1988,
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cién y se empieza a hablar de la “deuda social” o del costo social
del ajuste. Desde 1992, la CEPAL empieza a propiciar el modelo de
redistribucién productiva con equidad, como lo han reconocido va-
rios presidentes de la regién (Frei, Cardoso, Caldera y otros). Este
punto es fundamental para una reinterpretacién de los derechos so-
ciales.

Con este recuento general, es que ingresamos al andlisis de la
relacién derecho econémico y derecho social, con particular énfasis
en el aporte mexicano.

V. EL DERECHO SOCIAL MEXICANO. LLOS DERECHOS HUMANOS.
La ConsTiTuctON DE 1917, TENDENCIAS

Este apartado se refiere a la corriente del derecho social mexicano,
concepto un tanto ambiguo, que trataremos de precisar a la luz de
la doctrina mexicana.

El articulo 27 de la Constitucién mexicana de 1917, nos propor-
ciona un punto de partida de especial interés. En efecto, en sus
primeros veintinueve articulos, el texto constitucional aborda las ga-
rantias individuales, relacionadas con la vida, la libertad y la segu-
ridad de la persona. Pero, la carta maxima de México introduce
en el articulo 27, el concepto de propiedad —funcién social, que
venia planteandose desde la mitad del siglo XIX—, de acuerdo con
el articulo 123 sobre derecho al trabajo.

El derecho de propiedad, el derecho del trabajo y la seguridad
social, el recurso de amparo, el derecho a un nivel de vida ade-
cuado, derecho a la salud y a la educacién, derecho a participar
en la vida cultural, derecho a gozar de los beneficios del progreso
técnico, constituyen las principales “garantias sociales” contenidas en
el texto constitucional de 1917.1%

En palabras del maestro Mario de la Cueva, desde un punto de vista
juridico-social, la democracia tiene como constantes absolutas la idea
de los derechos humanos y de la separacién de poderes, por otra.

En el campo de los derechos humanos es posible distinguir: los
derechos del hombre o derechos individuales y los derechos sociales.
De tal manera, que el texto constitucional de 1917, siguiendo al
maestro Mario de la Cueva, permite la obtencién de la igualdad y
libertad reales del hombre. El caso del articulo 27 —al establecer—

15 Véase Alvarez del Castillo, Enrique, El derecho social y los derechos socinles mexi-
canes, México, Pormia, 1982, En el mismo sentido, Los derechos humanos de los mexicanos.
Un estudio comparative, México, CNDH, 1991,
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en su redaccién originaria, las modalidades de la propiedad que dicte
el interés piiblico y el beneficio social, y en el articulo 28, al facultar
al Estado para intervenir en la economia, permite garantizar los de-
rechos sociales contemplados en el texto constitucional.’® El articulo
27 fue reformado sustancialmente en 1992,

Con mayor precision, todavia, el maestro De la Cucva schala que
los derechos sociales han de garantizar la efectividad real de los
derechos de los individuos. Por tanto, al definir los derechos sociales
escribe: “los que se proponen entregar la tierra a quien la trabaja
y ascgurar a los hombres que vierten su energia de trabajo a la
economia, la salud, la vida y el ingreso, en el presente y en futuro,
que haga posible un vivir conforme con la naturaleza, la libertad y
la dignidad humanas”.'”

Fste anilisis nos Ileva a la explicacion de dos fenémenos socioju-
ridicos de notable trascendencia: a) la “socializaciéon” del derecho,
planteada por L. Duguit y el constitucionalismo social, &) el aporte
del jurista mexicano, Lucio Mendieta y Nifiez, al afirmar que si bien
el derecho es un producto social, un fenémeno de la existencia co-
lectiva, como disciplina cientifica es una rama auténoma del conoci-
miento,'®

Mendieta y Nuiiez sehala que el derecho social es un derecho de
la sociedad frente al Estado, y lo define: El derecho social es el
conjunto de leyes y disposiciones auténomas que establecen y desa-
rrollan diferentes principios y procedimientos protectores en favor
de las personas, grupos y sectorcs de la sociedad integrados por
individuos econémicamente débiles, para lograr su convivencia con
las otras clases sociales dentro de un orden justo.“’ De tal! manera,
este derecho social, a partir de lo que la Constitucién de 1917 de-
nomina garantias sociales, plantean una politica econémica y social
que el Estado debe realizar en beneficio de la persona como miem-
bro de un grupo determinado. En el fondo, se exige al Estado una
obligacién de hacer.®

16 Véase Alvarez del Castillo, Enrique, op. cit., p. 82.

17 Véase Cueva, Mario de la, El nuevo derecho del trabajo mexicano, México, Porria,
1975, p. BO.

18 Véase Mendieta y Nifez, Lucio, ¢it. por Alvarez del Castillo, Enrique, op. cit.,
p- 87.

13 Véase idem, p. 59.

20 Véase Soltero Gardea, Oscar, “Del derecho social en México”, Lecturas juridicas,
México, Chihuahua, Universidad Auténoma de Chihuahua, nim. 83, enero-marzo, 1993,

pp- 61 y ss.
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En realidad, la nocién de derecho social posee un caracter amplio,
¥, quizd, demasiado ambiguo. Algunos autores lo ubican como una
rama del derecho civil, o un sector del derecho publico, si se con-
sidera que no existe una codificacién especializada sobre la materia,
que establezca una eventual solucién legal a un problema social. La
amplitud del derecho social permite sefialar, por ejemplo, que exis-
tirfa un derecho social del trabajo, de la seguridad social, un derecho
social cooperativo, derecho social econémico, derecho social de la
vivienda y alimentacién, teniendo como titular e interesado a la co-
lectividad en su conjunto.?! Mas bien, podrfa hablarse de una garan-
tia social, como es la norma establecida en el articulo 27 constitu-
cional, como un mecanismo de defensa ante el liberalismo en su
expresién mds pura, aquella del laissez faire.

Claramente escribe el doctor Soberanes Ferniandez, en el articulo
“Tras una justicia social”, a propésito del liberalismo: “Como era de
esperarse, el liberalismo individualista y su consecuente, el capitalis-
mo decimonénico, trajeron consigo las mds lacerantes desigualdades
sociales, pues en aras de una igualdad de los hombres se creé un
profundo estado de injusticia, ahora Ilamada social pues afectaba a
grandes masas de desheredados”,® proponiendo que la Constitucién
de 1917, y el regimen politico que de ella surgia, plantearan la ne-
cesidad de reorientar el régimen juridico por los nuevos cauces de
la justicia social, no solo en el derecho agrario o laboral sino en
absolutamente todas las ramas de nuestro derecho, de ahi que sur-
gicra el término que ya ha tomado Carta de naturalizacién en nues-
tra jerga juridica, o sea el derecho social.?®

El recurso de amparo, en esencia, es una institucién estrictamente
mexicana, que se venia planteando desde la Constitucién de Yucatin
(1841), y a nivel federal, desde el texto constitucional de 1857. En
esencia, el recurso de amparo tiende a proteger la vida y la seguri-
dad de la persona. Algunas constituciones latinoamericanas (como la
Constitucién de Chile, 1925), confundian el recurso de amparo con
el recurso de habeas corpus.

Sc habla, como escribe Tena Ramirez, de accidén, recurso o juicio
de amparo, que deriva del derecho hispanico. En la intencién de
sus creadores, Manuel Crescencio Rején, Mariano Otero y los cons-

21 Véase idem, p. 65.

22 Véase Soberanes Fernindez, José Luis, Historia del sistema juridico mexicano, Mé-
xico, UNAM, 1990, p. 83.

28 Véase idem, p. B4. Subrayado nuestro.
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tituyentes de 1856-57, toma como finalidad esencial la proteccién de
las “garantias individuales” y la tutela del régimen federal, siempre
a través de la afectacién de un derecho individual. Después de Mé-
xico, El Salvador (Constitucién de 13 de agosto de 1886); Honduras,
Nicaragua (1894}, Argentina {Provincia de Santa F¢, de 1921); Pana-
ma (Constitucién de 1941); Costa Rica, en su carta suprema (1941);
Venezuela (1961); Bolivia, Ecuador, Paraguay en los textos constitu-
cionales (1967), y Peni, en su carta suprema de 1979.%

En estas breves lineas sobre el recurso de amparo, debe senalarse
que la doctrina con claridad distingue cinco tipos de amparo: a) En
México, el habeas corpus se encuentra subsumido en el recurso de am-
paro (articulo 103 y 107 de la Constitucién), seria el caso del amparo
como habeas corpus; &) Amparo contra leyes; ¢} Amparo-casacion: con-
tra actos de autoridades administrativas; d) Amparo administrative y
€) Amparc social agrario.

En suma: proveniente de los procesos forales aragoneses, el am-
paro cobra vida y figura propia en el orden juridico mexicano, y ha
servido como un importante punto de referencia para la proteccién
nacional de los derechos humanos en Latinoamérica, contindose,
afortunadamente, con una valiosa bibliografia sobre la materia.

La corriente social mexicana del derecho econdémico se vincula
pues a los derechos humanos, a la justicia social y a los modernos
procesos de modernizacion y modernidad en boga. No ¢s menos
cierto 'que en el auge y el reino del neoliberalismo, de la magia del
mercado y de las mundializaciones que transforman al mundo en
un “circuito integrado”, he propuesto la existencia de un derecho
transnacional de proteccién de los derechos humanos,?® nexo entre
el derecho nacional y el derecho internacional de proteccién, tal
como lo habia planteado el maestro Philip Jessup, en su obra cldsica:
Derecho transnacional (Yale, 1956),

24 Véase Fix-Zamudio, Héctor, “Breve introduccién del juicio de amparo mexica-
no”. Memerias de El Colegie Nacional, 1976, México, El Colegio Nacional, 1977; Fix-Za-
mudioc, Héctor, “La proteccidn procesal de las garantias individuales en América Latina”,
Revista Iberoamericana de Derecho Procesal, Madrid, 1967, pp. 393496; Garcia Laguardia,
Jorge, “El kabeas corpus y el amparo en el derecho constitucional”, Boletin Mexicano de
Derecho Comparado, México, mims. 31 y 32, encro-agosto de 1978, pp. 53-56.

25 Aunque, gracias al estimulo del doctor Héctor Fix-Zamudio, me inicio en el
estudio de los sistemas de proteccién, la circunstancia de ocupar las citedras de “de-
rechos humanos” y “derecho internacional econémico”™, as{ como el apoyo de tantos
anos del Instituto de Inveatigaciones Juridicas, y como <l aporte y critica de colegas y
amigos, me ha permitido ingresar, timidamente, a este valioso campo de la proteccién.
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El lugar y los problemas juridico-sociales que acarrean los derechos
humanos de las comunidades indigenas no pueden soslayarse del
contexto global del derecho social mexicano. De caricter consuetu-
dinario, baste decir que en el estado de Qaxaca existen cincuenta y
seis etnias; y, por otra parte, la propia creacién de la Comisién
Nacional de Derechos Humanos (CNDH, 1991), le imprimié un cerco
protector a las comunidades (articulo 4o. del texto constitucional), y
la Comisién Nacional (el ombudsman mexicano) se elevé a rango cons-
titucional (1994), credndose, ademds, las procuradurias estatales de
derechos humanos. En este sentido, la Comisién Nacional actia
como érgano de apelacién de las quejas incoadas ante los 6rganos
estatales (articulo 102 de la carta suprema).

VI. ConcLusioNEs: Ei, DERECHO ECONOMICO Y EL DERECHO SOCIAL
A FINES DEL SIGLO XX

1. En estas conclusiones, parece interesante el planteamicnto de
la Teoria integral en el Estado de derecho social, planteado por el maes-
tro Alberto Trueba Urbina,® en que postula una concepcién amplia,
mds alld de los tratadistas de derecho industrial, de la Constitucién
de 1917, en especial su articulo 123: “anterior a la terminacién de
la Primera Guerra Mundial de 1918 y firma del Tratado de Versalles
de 1919”, en que el autor plantea que Ia teoria integral divulga el
contenido del articulo 123 e identifica el derecho del trabajo con
el derecho social.

2. Una reinterpretacién de los derechos cconémicos, sociales y
culturales, contemplados en el texto supremo de 1917, y en ¢l pacto
respectivo de 1966 (entré en vigencia en 1978), nos lleva a pensar
que tales derechos deben imbricarse estrechamente a los modelos de
desarrollo global, que tratamos anteriormente. Ello permite la inclu-
sion del Protocolo de El Salvador al Pacto de San José (1969); v,
ademds, explorar las nuevas tendencias de estos derechos. CEPAL, des-
de 1990, ha planteado la tesis de “transformacién productiva con
equidad”.

26 Véase Trueba Urbina, Alberto, Nusvo derecho del Trabajo, México, Porria,
p- 223. El maestro Mario de la Cueva sostiene, con razén, que ¢l derecho del trabajo
constituye un “minimo de garantias sociales”, y que tiene por objetivo, €l mejoramiento
de las condiciones de vida de la poblacién. En este sentido, sin forzar el argumento,
su obra scria pionera en materia de derechos sociales, a la luz del articule 25 de la
Declaracién Universal de 1948. Véase Zorrilla, Juan F., El régimen juridico mexicano y la
cuestion social, México, Libreria de Manuel Porria, 1954, p. 52.
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3. Es, ademais, el caso de los asuntos relacionados con la revolu-
cién cientifico-tecnolégica, y sus tecnologias de frontera: biotecnolo-
gia y microelectrénica en especial, asi como la ingenieria genética,
las fibras 6pticas, los nuevos materiales, los semi-conductores, la in-
formatica; en fin, todas las cuestiones que dan vida a la tercera
Revolucién industrial y a la emergencia de un nuevo paradigma en
transicién basado en el conocimiento y la informacién. De aqui que
se postula que el derecho de la propiedad intelectual deberia incluirse
madis claramente en estos derechos, observiandose la tendencia a una
ampliacién del campo de actividad de esta disciplina juridica.?

4. En el plano de la jurisdicciéon constitucional de la libertad y
proteccién de los derechos fundamentales, es importante analizar el
trabajo del doctor Fix-Zamudio sobre esta materia, en que plantea
el tema del recurso de Amparo que, si bien es de origen espaiiol,
y posteriormente se deriva hacia el ordenamiento juridicc mexicano
desde el sistema judicial estadounidense, tiene como objetivo prote-
ger los derechos humanos. Al decir del autor, se relacionan con la
libertad personal: “puesto que ¢l citado instrumento procede no solo
en contra de actos de autoridades de cualquier nivel, sino también
respecto de particulares, personas juridicas colectivas, grupos y orga-
nizaciones sociales privadas”.®

En este aspecto, como en el caso del amparo social agrario, el
recurso aparece no sélo como una garantia individual de cardcter
constitucional, sino aparece con un fuerte énfasis social, en este tipo
o especie mexicana del recurso de amparo. El recurso de accidén de
amparo estd regulado, al menos, dicho sea de paso, en trece orde-
namientos juridicos latinoamericanos.

5. En el marco del derecho de desarrollo, es menester mencionar
la puesta en marcha del Tratado de Libre Comercio (TLC) de Amé-
rica del Norte, en el cual México, Canadd y los Estados Unidos in-
tegran un presunta zona de libre comercio desde 1994.

Este acuerdo comercial se da en el trinsito de un procesc de
transnacionalizacién de la economia mexicana, con escaso ahorro
interno y titubeos de la inversién extranjera, hacia el camino ain

27 Véase Diaz Miller, Luis, Derecho y biotecnologia: del modelo industrializador al
modelo tripolar de la modernidad, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Juridicas,
niim. 1, 1995 {Cuadernos det Nicleo de Estudios Interdisciplinarios en Salud y Dere-
chos Humanos).

28 Véase Fix-Zamudio, Héctor, “Jurisdiccién constitucional y proteccion de los de-
rechos fundamentales en América Latina", Contribuciones, Buenos Aires, afic XI, nim.
2, abriljunio, 1994, pp. 63 y ss.
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inconcluso de la globalizacién mundial: cambio del sistema interna-
cional bipolar a un sistema unipolar hegeménico, y quiza tripolar
desde ¢l punto de vista comercial y econémico, con el término de
la guerra fria a partir del conflicto del Golfo Pérsico.

6. Esta multipolaridad de las relaciones econémicas internaciona-
les, que mds bien deberia denominarse tripolaridad: Estados Unidos
y su hinterland (América Latina con la “Iniciativa para las Américas");
Japén (y la Cuenca del Pacifico), y la Unién Europea con los acuer-
dos de Maastricht I, y el proyecto de un Miastrich II sobre aspectos
sociales.,

7. En este contexto global, México inicia sus caminos de biisqueda
¢ insercién en la reestructuracién mundial, mediante una evaluacién
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, acuerdos de
complementacién econémica con la Unién Eurcopea, una relacién
mis estrecha con Canadi, a propésito de los trabajadores migratorios
y la ley Helms-Burton; y por ahora un timido acercamiento de co-
laboracién con el Mercosur.

Estos fenémenos, por iltimo, s¢ dan en circunstancias de una
incipiente recuperacién econdmica pronosticada para los préximos
anos venideros, una profundizacién de la reforma del Estado y de
la politica de privatizaciones en el proyecto neoliberal, con una fuer-
te retraccién del actor estatal de las contingencias econdmicas.

De tal manera, que al igual que la marcha de sistema internacio-
nal, preferentemente tripolar, incierto, México aparece como un ac-
tor subordinado a las politicas de las grandes potencias, en un orden
mundial en trinsito, cargado de incertidumbres, a la vera del camino,
en la aurora del siglo XXI.

Luis T. Diaz MULLER



